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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA


            
          EXPED. T-2a. 66001-31-03-001-2015-00230-01
___________________________________________________________________________________________________

DERECHO DE PETICIÓN/ Inadmisibilidad de alegatos nuevos/ Falta de comunicación de la respuesta al solicitante 
“Con respecto a la alcaldía de Dosquebradas, si bien aduce en el escrito de impugnación que no cuenta en sus archivos con el escrito del que reclama el actor una respuesta, aquel argumento no es de recibo, toda vez que no fue planteado al momento de ejercer su derecho de defensa; se trata de un hecho nuevo, que de tenerse en cuenta afectaría el debido proceso.

En relación con las alcaldías de Santa Rosa y La Virginia, ha de decirse que si bien exponen haber dado contestación al derecho de petición, una vez proferida la sentencia de primera instancia, no encuentra esta Sala que las mismas se hayan puesto en conocimiento del actor.”
TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA

Sala de Decisión Civil Familia

Magistrado Ponente:
EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS

Pereira, Risaralda, doce (12) de enero de dos mil dieciséis (2016)

Acta No. 004 de 12-01-2016
Expediente 66001-31-03-001-2015-00230-01
I. Asunto

Decide la Sala la impugnación presentada por la ALCALDÍA DE DOSQUEBRADAS, frente a la sentencia proferida el 23 de octubre de 2015 por el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira, dentro de la acción de tutela promovida por el ciudadano OMAR BUITRAGO PEREIRA, frente a la opugnante, la GOBERNACIÓN DEL RISARALDA, LAS ALCALDÍAS DE PEREIRA, SANTA ROSA DE CABAL y LA VIRGINIA - RISARALDA.
II. Antecedentes

1.
El señor OMAR BUITRAGO PEREIRA, por intermedio de apoderado judicial, promovió el amparo constitucional, para que se proteja su derecho fundamental de petición, que considerara vulnerado por las entidades accionadas. En consecuencia, pide se ordene a las querelladas, resolver la solicitud que dice haber presentado el 26 de agosto.
2. Para dar sustento a la demanda constitucional, se reseñaron los hechos que se citan a continuación:

(i) Dice el apoderado del accionante que varios ciudadanos agrupados en la organización Ágora Cívica Risaralda, dirigió a la Presidencia de la República, Gobernación de Risaralda y alcaldías de Pereira, Dosquebradas, Santa Rosa de Cabal y La Virginia, un derecho de petición, preocupados por la inseguridad en el área metropolitana que pone en constante peligro a la población más vulnerable que son los menores de 18 años, para que se tomen medidas urgentes, claras y contundentes que contribuyan a evitar la violencia y se les proteja integralmente con el nombramiento de un funcionario de los gabinetes de las entidades accionadas, que gestione la actuación de las autoridades y dé información pertinente a la ciudadanía una vez al mes sobre los avances y retrocesos.
(ii)
Manifiesta que la solicitud fue contestada por la Presidencia de la República y el alcalde de La Virginia, este último de manera insatisfactoria, de los demás accionados no obtuvo ninguna respuesta, violando de esta manera su derecho fundamental de petición.

(iii)
Cita diferentes normas legales, instrumentos internacionales sobre el derecho a la vida y jurisprudencia de la Corte Constitucional.

(iv)
Finalmente, el apoderado del accionante declara que el derecho de petición puede ser ratificado bajo juramento por su poderdante y por otros de los firmantes, si el señor Juez lo considera pertinente.
3. Con el escrito de tutela se allegó copia del escrito petitorio sin fecha, sin firmas, sin ninguna constancia de recibido y dirigido a la Presidencia de la República, Gobernación de Risaralda y alcaldías de Pereira, Dosquebradas, Santa Rosa de Cabal y La Virginia.
4. Correspondió el conocimiento del asunto al Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira que admitió la acción de amparo con sujeción a las disposiciones legales pertinentes, notificando en debida forma a las entidades accionadas, dando respuesta la Gobernación de Risaralda y las alcaldías de Pereira, Dosquebradas y Santa Rosa de Cabal. La alcaldía de La Virginia guardó silencio.
III. El fallo Impugnado

1.
Previas citas jurisprudenciales y legales, el juez de primer grado declaró la carencia actual de objeto por hecho superado respecto de la Gobernación de Risaralda y la alcaldía de Pereira y concedió el amparo constitucional frente a las alcaldías de Santa Rosa de Cabal, La Virginia y Dosquebradas, bajo el sustento que aquellas no han dado respuesta concreta, precisa y de fondo al accionante. 
2.
El fallo fue impugnado por la Secretaría de Gobierno de la alcaldía de Dosquebradas, señalando que el derecho de petición no tiene remitente conocido, la dirección URL que allí aparece es equivocada; sin embargo dice, que en aras de dar una respuesta a una comunicación que nunca llegó a sus dependencias, la que se dé al tutelante por orden del Juzgado, se enviará a la oficina del apoderado Dr. VICENTE ZULUAGA OSORIO.
IV. Consideraciones de la Sala
1. Esta Corporación es competente para conocer de la tutela, de conformidad con lo previsto en los artículos 86 C.P., en los Decretos 2591 de 1991 y 1382 de 2000.
2. La Sala considera que cuando se trata de proteger el derecho de petición, el ordenamiento jurídico colombiano no tiene previsto un medio de defensa judicial idóneo ni eficaz diferente de la acción de tutela, de modo que quien resulte afectado por la vulneración a este derecho fundamental no dispone de ningún mecanismo ordinario de naturaleza judicial que le permita efectivizar el mismo.  Por esta razón, quien encuentre que la debida resolución a su derecho de petición no fue producida y/o comunicada dentro de los términos que la ley señala, puede acudir directamente a esta acción.

3. El 30 de junio de 2015 se expidió la Ley 1755, "Por medio de la cual se regula el derecho fundamental de petición y se sustituye un título del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”. Legislación que destaca la obligación de resolver o contestar la solicitud dentro de los 15 días siguientes a la fecha de su recibo, salvo algunas excepciones; en todo caso, impone a las autoridades el deber de dar pronta respuesta al peticionario(a), y excepcionalmente cuando no fuere posible resolverla en los plazos señalados, dejó previsto en el parágrafo del artículo 14, que la autoridad debe informar esta circunstancia al interesado (a), antes del vencimiento del término señalado en la ley expresando los motivos de la demora y señalando a la vez el plazo razonable en que se resolverá o dará respuesta, que no podrá exceder del doble del inicialmente previsto.

4. Por su parte, la efectividad y el respeto por el derecho de petición, se encuentran subordinados a que la autoridad requerida, o el particular según se trate, emitan una respuesta de fondo, clara, congruente, oportuna y con una notificación eficaz. Esto es la respuesta al derecho de petición debe versar sobre aquello preguntado por la persona y no sobre un tema semejante o relativo al asunto principal de la petición.  Quiere decir, que la solución entregada al peticionario debe encontrarse libre de evasivas o premisas ininteligibles que desorienten el propósito esencial de la solicitud, sin que ello implique la aceptación de lo solicitado.  Respecto de la oportunidad de la respuesta, ésta se refiere al deber de la administración de resolver el ruego con la mayor celeridad posible, término que en todo caso, no puede exceder del estipulado en la legislación contencioso administrativa para resolver las peticiones formuladas.  Si la administración se encuentra imposibilitada para dar una respuesta en el lapso señalado por el legislador, la autoridad está en la obligación de explicar los motivos y señalar un término razonable en el cual se realizará la contestación
.

5. Asimismo, el derecho de petición solo se satisface cuando la persona que elevó la solicitud conoce la respuesta del mismo.  Significa que la entidad debe notificar la respuesta al interesado, esto es, llevarla a conocimiento directo e informado del solicitante
. 

V. Caso concreto
1.
En el caso bajo estudio, el material probatorio da cuenta de un derecho de petición, de fecha 26 de agosto, sin especificar de qué año, que se dice fue remitido a las entidades accionadas, suscrito por “Ágora Cívica Pereira Risaralda”, en el que se pide se tomen medidas urgentes frente a los fenómenos de violencia en que se están viendo involucrados los niños, niñas, adolescentes y jóvenes por los grupos delictivos que existen en la región.

2.
Vistas las respuestas de las querelladas, observa el Tribunal que ninguna de ellas cuestionó la presentación del citado escrito.

3.
El Juzgado de primera sede declaró el hecho superado respecto a la Gobernación de Risaralda y la alcaldía de Pereira, por cuanto estando en trámite la acción de tutela, brindaron respuesta de fondo a lo pedido. Frente a las alcaldías de Dosquebradas, Santa Rosa de Cabal y La Virginia, concedió el amparo constitucional reclamado, al no encontrar que hubiesen dado contestación a la mencionada solicitud.  Dispuso, entonces procedieran a hacerlo en un plazo de 48 horas.
4.
La decisión fue cuestionada por la alcaldía de Dosquebradas, con los argumentos a los que ya se hizo referencia.

5.
Visto lo anterior, el fallo será confirmado por esta Corporación, por las siguientes razones: 

Ciertamente, como lo expresó el a quo, la Gobernación de Risaralda y la alcaldía de Pereira, estando en curso la acción de tutela, atendieron la solicitud del accionante.

Con respecto a la alcaldía de Dosquebradas, si bien aduce en el escrito de impugnación que no cuenta en sus archivos con el escrito del que reclama el actor una respuesta, aquel argumento no es de recibo, toda vez que no fue planteado al momento de ejercer su derecho de defensa; se trata de un hecho nuevo, que de tenerse en cuenta afectaría el debido proceso.
En relación con las alcaldías de Santa Rosa y La Virginia, ha de decirse que si bien exponen haber dado contestación al derecho de petición, una vez proferida la sentencia de primera instancia, no encuentra esta Sala que las mismas se hayan puesto en conocimiento del actor.
VI. Decisión

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
RESUELVE:

Primero:
CONFIRMAR el fallo proferido el 23 de octubre por el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira objeto de la impugnación. 

Segundo: Notifíquese esta decisión a los interesados por el medio más expedito posible (Art. 5o. Dto. 306 de 1992).
Notifíquese y cúmplase.

Los Magistrados,

EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO              CLAUDIA MARÍA ARCILA RIOS
� Ver entre otras, sentencias T-1160A de 2011 y T-149 de 2013.


� Ver entre otras, sentencias T-178 de 2000, T-249 de 2001 y 149 de 2013.
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